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Resumen: Desde la transición democrática en México en 1997 y hasta 2018, los 
presidentes sin mayoría legislativa se vieron obligados a negociar su agenda con 
la oposición o a ajustarla con base en el apoyo político que tuvieron en el Con-
greso, con lo que se mantuvo un equilibrio relativo entre Ejecutivo y Legislativo. 
Este balance se rompió con la llegada de Andrés Manuel López Obrador (amlo) 
al poder, cuya estrategia de conflicto directo con la oposición derivó en el debi-
litamiento de los contrapesos institucionales. En este artículo hacemos un análi-
sis comparativo de las acciones de inconstitucionalidad de los gobiernos de 
Peña Nieto y amlo e identificamos tres acciones específicas de la estrategia 
de conflicto que transformaron la relación Ejecutivo-Legislativo: el uso de pro-
cedimientos legislativos no democráticos por la coalición oficialista para apro-
bar iniciativas presidenciales clave; la aprobación de reformas orientadas a 
debilitar los contrapesos institucionales y la impugnación de la oposición de 
reformas de gran calado ante la Suprema Corte. El análisis revela que la política 
de conflicto eliminó la posibilidad de cooperación entre las fuerzas políticas, 
además de dañar componentes esenciales del sistema democrático. 
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Abstract: From Mexico’s democratic transition in 1997 until 2018, presi-
dents without a legislative majority were forced to negotiate their agenda with 
the opposition or adjust it, based on their political party support in Congress, 
thus maintaining a relative balance between the Executive and Legislative 
branches. With the arrival to power of Andrés Manuel López Obrador (amlo), 
who implemented a direct confrontation strategy with the opposition, the bal-
ance was broken, weakening institutional checks and balances. Based on a 
comparative analysis of constitutional review actions (acciones de inconstitucio-
nalidad) during the Peña Nieto and amlo administrations, we identify three 
specific actions through which this conflict strategy was carried out and even-
tually transformed the Executive-Legislative relationship: the use of undemo-
cratic Legislative procedures by the ruling coalition to pass key presidential 
initiatives; the approval of reforms aimed at weakening institutional checks 
and balances; and the opposition’s challenges of major reforms in the Su-
preme Court. The analysis reveals that the political conflict strategy hindered 
the potential cooperation between the branches of power and undermined 
fundamental components of the democratic system.

Keywords: Executive-Legislative relations; conflict strategy; amlo;  
constitutional review; democratic system.
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Introducción

El triunfo de Andrés Manuel López Obrador (amlo) en 
la elección federal del primero de julio de 2018 no sólo 
marcó un parteaguas en la historia política reciente de 

México por ser la primera vez que un partido de izquierda lo-
gró ganar de forma contundente la presidencia de la Repú-
blica, sino también porque Morena y su líder articularon una 
coalición electoral que obtuvo una mayoría absoluta en ambas 
cámaras del Congreso de la Unión. Los resultados electorales 
del 2018 modificaron significativamente el escenario político del 
país porque, tras 21 años de gobiernos sin mayoría en la inci-
piente democracia mexicana, por primera vez un titular del 
Ejecutivo comenzó su sexenio con apoyo mayoritario en el Po-
der Legislativo. ¿Cómo cambiaron amlo y su mayoría legislati-
va las relaciones Ejecutivo-Legislativo? ¿Qué implicaciones tuvo 
esta nueva distribución del poder para el sistema democrático? 

En este artículo argumentamos que, a diferencia de las ad-
ministraciones previas a 2018, la relación entre el titular del Po-
der Ejecutivo y el Congreso no fue de negociación y adaptación, 
sino de confrontación directa por parte del presidente, a pesar 
de contar con mayorías absolutas en ambas cámaras. Los ejecuti-
vos que gobernaron desde que empezó la transición a la demo-
cracia –y que no contaron con apoyo mayoritario de sus partidos 
o coaliciones– optaron por negociar con las fuerzas de oposición 
para que se aprobara su agenda o bien la ajustaron con base en 
sus números en el Congreso y en lo que fue aceptable para sus 
opositores. En contraste, amlo, particularmente después de 
2021, abandonó la vía de la negociación e implementó una polí-
tica de conflicto y confrontación directa con sus adversarios que 
culminó en el debilitamiento de los contrapesos institucionales. 

Con base en un análisis comparativo de las acciones 
de inconstitucionalidad entre los gobiernos de Enrique 
Peña Nieto (2012-2018) y amlo (2018-2024),1 identifica-

1 En el cuadro 1A del Anexo se presenta las leyes o reformas a leyes total 
o parcialmente invalidadas por la scjn. 
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mos tres acciones específicas, mediante las cuales se llevó 
a cabo la estrategia de conflicto y que terminaron transfor-
mando la relación Ejecutivo-Legislativo. La primera de es-
tas acciones fue la violación de la coalición gobernante al 
debido proceso legislativo al tramitar y aprobar iniciativas 
importantes provenientes del titular el Ejecutivo. Como do-
cumentaremos más adelante, ésta detonó un incremento 
de acciones de inconstitucionalidad que posteriormente 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) validó.

La segunda acción que modificó la dinámica entre los po-
deres Ejecutivo y Legislativo radicó en que una parte signifi-
cativa de las iniciativas promovidas por el presidente tuvieron 
como objetivo debilitar componentes fundamentales del siste-
ma democrático de división de poderes y del sistema de frenos 
y contrapesos. Una de éstas fue la propuesta de reforma elec-
toral que tuvo como fin mermar la autonomía del Instituto Na-
cional Electoral (ine). 

La tercera acción consistió en la impugnación de la oposi-
ción de reformas clave ante la scjn por medio de acciones de 
inconstitucionalidad. Entre las leyes impugnadas están la que 
pretendía restringir las condiciones laborales de los servidores 
públicos, particularmente la de los miembros del Poder Judi-
cial, y el primer intento de adscripción de la Guardia Nacional 
a la Secretaría de Defensa. Las validaciones de las acciones de 
inconstitucionalidad produjeron no sólo que se exacerbara 
el conflicto político entre la coalición gobernante y la oposi-
ción, también generó una confrontación álgida y directa en-
tre el presidente y el Poder Judicial. La intervención de la Cor-
te como contrapeso democrático trajo como consecuencia la 
aprobación de una reforma constitucional que modificó signi-
ficativamente la estructura del Poder Judicial.

La política de conflicto de amlo tuvo como consecuencia 
un cambio significativo en la naturaleza de la relación Eje-
cutivo-Legislativo, que había caracterizado a los gobiernos 
anteriores sin mayoría (1997-2018). Como mostramos más 
adelante, aunque la interacción entre el titular del Ejecutivo 
y el Congreso en este periodo nunca fue tersa, en términos 
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generales existió mayor negociación y cooperación que con-
flicto entre ambos poderes. No obstante, después de 2018 las 
acciones del Ejecutivo transformaron esa relativa cooperación 
entre poderes en un conflicto directo y álgido entre el presi-
dente y la oposición. Asimismo, la intervención de la scjn en 
temas esenciales de la agenda presidencial también modificó 
la interacción entre el presidente y el Poder Judicial ya que, 
ante los ojos del Ejecutivo, los miembros de la judicatura deja-
ron de ser el árbitro que dirime las diferencias y se convirtie-
ron en un rival político a vencer. La confrontación entre estos 
dos poderes llegó a grado tal que el presidente López Obrador 
presentó una iniciativa de reforma constitucional al Poder Ju-
dicial en febrero de 2024 para modificar no sólo la forma en 
que se integra la Suprema Corte, sino para transformar por 
completo al Poder Judicial con la elección de jueces –de todos 
los niveles– mediante el voto popular. 

Dados los resultados electorales de junio de 2024, en los 
que Morena no sólo refrendó su victoria en la presidencia con 
el triunfo de Claudia Sheinbaum, sino que obtuvo la mayoría 
calificada en la Cámara de Diputados y se quedó a tres votos 
de conseguirla en el Senado, la iniciativa del presidente Ló-
pez Obrador de modificar por completo el Poder Judicial se 
vio concretada en septiembre del mismo año. Tanto las con-
frontaciones entre el Poder Ejecutivo y los partidos de oposi-
ción en el Congreso por omisiones en el proceso legislativo, el 
ataque a partes sustanciales del sistema democrático, como 
el conflicto crucial entre el Poder Ejecutivo y la scjn por invali-
dar buena parte de la agenda legislativa del presidente, fueron 
acciones que no se habían presentado en los sexenios anterio-
res de la incipiente democracia mexicana. Como se demuestra 
en este artículo, estas acciones alteraron de manera significati-
va las relaciones entre los poderes de la Unión. 

El contenido se organiza de la siguiente manera. En el se-
gundo apartado, analizamos brevemente la interacción entre 
los poderes Ejecutivo y Legislativo. En particular, discutimos 
que en sistemas democráticos, tanto presidenciales como par-
lamentarios, hay mayor cooperación que conflicto al discutir 
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y votar la agenda de los titulares del Ejecutivo. En la tercera 
sección, examinamos la relación Ejecutivo-Legislativo en los 
gobiernos democráticos en México. Al revisar la tasa de apro-
bación presidencial de 1997 a 2024 encontramos que, a pesar 
de la diferencia en la distribución minoritaria o mayoritaria en 
el Congreso, los presidentes lograron la aprobación de gran 
parte de sus iniciativas, lo cual valida los hallazgos en la lite-
ratura legislativa. En esta sección también revisamos cómo la 
scjn ejerció un contrapeso institucional clave para frenar las 
reformas legislativas impulsadas por amlo, en especial cuando 
éstas atentaron contra el equilibrio democrático. En el cuarto 
apartado presentamos la evidencia central del artículo al com-
parar los gobiernos de Peña Nieto y amlo en cuanto al núme-
ro y los temas de las acciones de inconstitucionalidad presen-
tadas por la oposición ante la Corte, así como los motivos que 
la scjn tomó por válidos. Terminamos discutiendo las implica-
ciones de la transformación de las relaciones Ejecutivo-Legis-
lativo para la democracia mexicana. 

La relación Ejecutivo-Legislativo  
en las democracias contemporáneas

La relación entre el Poder Ejecutivo y Legislativo es de vi-
tal importancia para las democracias modernas. A través de 
esta interacción, los titulares del Ejecutivo pueden hacerse 
de los instrumentos legales y financieros necesarios para lle-
var a cabo sus agendas de gobierno. Por su parte, los legisla-
dores tienen la responsabilidad no sólo de analizar, discutir, 
modificar y, en su caso, votar las iniciativas del Ejecutivo sino 
también proponer iniciativas de ley e incidir así en los dife-
rentes y múltiples ámbitos de gobierno. Para poder concre-
tar esto, los partidos en los Congresos o Parlamentos, además 
de negociar y formar coaliciones para que sus propuestas se 
conviertan en ley, deben persuadir a los representantes del 
Ejecutivo a no vetar sus iniciativas, así como convencer a las 
agencias gubernamentales adscritas a esta rama del poder 
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a poner en marcha sus directrices o acatar las disposiciones 
creadas o reformadas.2 

Aunque la relación entre los poderes Ejecutivo y Legisla-
tivo no se limita a la discusión y votación de las iniciativas del 
primero,3 la tasa de aprobación de la agenda legislativa de los 
titulares del Ejecutivo es probablemente el principal indicador 
de lo tersa o complicada interacción entre estas ramas de gobier-
no. En el caso de los sistemas presidenciales, una de las principa-
les ideas que predominó en la literatura institucionalista de los 
años ochenta y noventa, impulsada primordialmente por Juan 
Linz,4 fue que estaban destinados a la parálisis legislativa debido 
a la separación de origen y propósito de los poderes Ejecutivo y 
Legislativo. Al ser electos cada uno de forma independiente, no 
depender el uno del otro para su sobrevivencia y representar a 
electorados distintos, el Congreso en los sistemas presidenciales 
no tiene incentivos para aprobar la agenda del Ejecutivo, provo-
cando así mucha tensión e incluso problemas de gobernabili-
dad, que podían llegar al rompimiento democrático. 

A pesar de la solidez lógica del argumento de Linz, inves-
tigación posterior demostró que no existe evidencia suficien-
te que sustente que los sistemas presidenciales comprometen 
la gobernabilidad democrática. Por ejemplo, en un análisis de 
sistemas presidenciales entre 1946 y 2002, Cheibub5 encontró 
que la inestabilidad de esta forma de gobierno se debe a condi-
ciones exógenas y no a su diseño institucional. Es decir, la inves-
tigación de Cheibub demuestra que no existe ninguna regla o 
dispositivo institucional inherente a los sistemas presidenciales 
que generen parálisis legislativa e ingobernabilidad. De hecho, 

2 Shipan 2005.
3 Otros ámbitos de importancia en donde interactúan los dos poderes 
son la ratificación de miembros de gabinete, la designación de jueces de 
la Suprema Corte de Justicia, la revisión y fiscalización del ejercicio del 
presupuesto, incluyendo la implementación y el cumplimiento de los ob-
jetivos de programas y políticas públicas, la ratificación de tratados inter-
nacionales, etcétera. 
4 Linz 1994.
5 Cheibub 2007.
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según Cheibub, es común en estos sistemas la formación de 
coaliciones partidarias en las legislaturas y que los presidentes, 
aun cuando no cuenten con una mayoría en el Congreso, son 
tan exitosos en la aprobación de su agenda como aquellos eje-
cutivos que sí tienen una mayoría legislativa. En el mismo sen-
tido, Saiegh6 estudió la aprobación de iniciativas del Ejecutivo 
tanto en sistemas presidenciales como parlamentarios en 52 
países, entre 1946 y 2012. Los hallazgos de este investigador re-
velan que, aunque el porcentaje de aceptación de la agenda del 
Ejecutivo es mayor en los parlamentarismos, ésta no es tan baja 
como la expectativa teórica de Linz para los sistemas presiden-
ciales (los presidentes obtuvieron más de 60% de aprobación 
de su agenda legislativa). Saiegh también halló que, indepen-
dientemente de la estructura constitucional (parlamentarismo 
o sistema presidencial), el porcentaje de aprobación no difiere 
de forma sustantiva entre ejecutivos con mayorías legislativas y 
con gobiernos minoritarios.7 

Si la estructura constitucional (sistema presidencial versus 
parlamentarismo) de los sistemas de gobierno no incide de 
manera relevante en la relación entre el Ejecutivo y el Legisla-
tivo, ¿qué factores determinan la aprobación de la agenda de 
los titulares del Ejecutivo? La variable más recurrida para esta-
blecer la probabilidad de que los presidentes logren la apro-
bación de su agenda es si tienen una mayoría en el Congreso. 
No obstante, la investigación sobre el éxito de la agenda pre-
sidencial ha demostrado que este indicador puede ser enga-
ñoso, pues los datos demuestran que los gobiernos minorita-
rios, es decir, aquellos en los que el Ejecutivo no cuenta con 
los suficientes votos en el Congreso para pasar sus iniciativas, 
son muy exitosos.8 De hecho, Saiegh encontró que en los sis-

6 Saiegh 2019.
7 Se ha encontrado evidencia en el mismo sentido en Cheibub, Przewors-
ki y Saiegh 2004. 
8 Negretto y Calvo y Sagarzazu encontraron que la ausencia de mayoría 
legislativa de los presidentes en Argentina entre 1984 y 2007 no afectó 
significativamente la tasa de aprobación de la agenda del Ejecutivo. Véan-
se Negretto 2006. Calvo y Sagarzazu 2016.
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temas presidenciales solamente hay menos de cinco puntos 
porcentuales de diferencia en los box scores referentes al por-
centaje de iniciativas del Ejecutivo aprobadas por las legisla-
turas entre los gobiernos mayoritarios y de minoría.9 Esta di-
ferencia relativamente menor reside en que los presidentes 
ponen en marcha mecanismos –formales e informales– para 
estimular a los legisladores para que cooperen y aprueben su 
agenda, tales como la formación de coaliciones gubernamen-
tales, el veto presidencial, las iniciativas preferentes, el dere-
cho de afirmativa ficta de los presidentes, el poder mediático 
del Ejecutivos, entre otros.10 Sin restarle importancia a las va-
riables institucionales, otro factor para explicar la tasa de apro-
bación de la agenda presidencial es la posición de política pú-
blica del votante mediano (aquel que se ubica en el centro de 
una clasificación de votantes a lo largo de alguna dimensión 
temática)11en el Congreso. De acuerdo con esta teoría, única-
mente se aprobarán aquellas iniciativas del Ejecutivo que cuen-
te con el apoyo del partido que incluya al votante mediano.12 

En cuanto a la relación entre el Ejecutivo y el Legislativo 
en América Latina, la literatura institucionalista ha ofrecido 
respuestas similares. Investigadores como Cox y Morgenstern 
argumentan que la legislación verdaderamente importante 
para ambas ramas del gobierno, es decir, iniciativas en las que 
realmente están en juego los principales intereses de los presi-
dentes y los legisladores –como la aprobación del presupues-
to–, prevalecen los primeros.13 Para el caso argentino, Calvo14 
encuentra que los presidentes consiguen la aprobación de 
gran parte de su agenda aun en asambleas en las que no tie-
nen mayoría, mientras que Calvo y Sagarzazu atenúan esta ase-
veración al aportar información de que, aunque es alta la tasa 
de aprobación legislativa de los ejecutivos en Argentina, las 

9 Alemán y Calvo 2010. Saiegh 2019.
10 Alemán y Calvo 2010.
11 Oxford reference online. s.v. “Median voter”.
12 Alemán y Tsebelis 2016.
13 Cox y Morgenstern 2001.
14 Calvo 2014. 
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iniciativas importantes para el presidente sí sufren enmiendas 
antes de ser aprobadas.15 En un sentido similar, Schibber ar-
gumenta que en los sistemas presidenciales latinoamericanos 
los legisladores logran influir en legislación relevante, como el  
presupuesto, cuando hay ciertas disposiciones legales, como 
la opción resultante –o default– en caso de que los legislado-
res no aprueben el presupuesto, la capacidad de los congresis-
tas de hacer enmiendas al presupuesto y el umbral requerido 
para sobrepasar el potencial veto presidencial.16 En resumen, 
aunque la literatura identifica cierto predominio de los titula-
res del Ejecutivo sobre el Legislativo, la investigación demues-
tra que la ventaja de los primeros no es absoluta y permanen-
te, sino que los legisladores suelen tener espacio de maniobra 
para pasar su propia agenda e influir en la de los presidentes. 

De la negociación al conflicto:  
la transformación de la relación  
Ejecutivo-Legislativo con la llegada de AMLO

Los estudios sobre la relación Ejecutivo-Legislativo en el caso 
mexicano después de la pérdida de la mayoría absoluta del 
Partido Revolucionario Institucional (pri) apuntan que, aun-
que el proceso de democratización disminuyó la influencia 
del Poder Ejecutivo en el Congreso (medido principalmente 
por el número de iniciativas presentadas), la tasa de aproba-
ción de la agenda presidencial se mantuvo alta.17 A pesar de 
que durante la última legislatura de Ernesto Zedillo (1997-
2000) y aquellas comprendidas en los periodos de Vicente 
Fox (2000-2003; 2003-2006) y Felipe Calderón (2006-2009; 
2009-2012) varios analistas y políticos de entonces percibían 
una parálisis legislativa debido a la falta de mayoría en el Con-
greso, la evidencia muestra que la proporción de iniciativas 

15 Calvo y Sagarzazu 2016. 
16 Schibber 2024.
17 Casar 2013. Casar 2016. Velázquez 2015.
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presidenciales convertidas en ley fue considerablemente alta, 
como puede apreciarse en el cuadro 1.18

Cuadro 1
Iniciativas del Ejecutivo y tasa de aprobación 

presidencial, 1997-2024

Presidente Legislaturas
Número de 
iniciativas 
presentadas

Aprobadas Tasa de 
aprobación

Ernesto Zedillo LVII
(1997-2000) 36 32 88.88

Vicente Fox LVIII y LIX
(2000-2006) 166 124 74.70

Felipe Calderón LX y LXI
(2006-2012) 132 105 79.55

Enrique Peña Nieto LXII y LXIII
(2012-2018) 124 99 79.84

Andrés Manuel 
López Obrador

LXIV y LXV
(2018-2024) 103 71 68.93

Fuente: elaboración propia con datos de Casar 2013 para la LVII legislatura 
y el Sistema de Información Legislativa de la Secretaría de Gobernación.

Al parecer, esta percepción errónea de parálisis legislativa se 
debió probablemente a la falta de aprobación de reformas es-
tructurales, como aquella orientada a la apertura del sector 
energético. Sin embargo, durante el sexenio de Enrique Peña 
Nieto (2012-2018), reformas de esta índole y sus leyes secun-
darias se aprobaron con amplias mayorías mediante la articu-
lación de una coalición entre los tres principales partidos (pri, 
pan y prd), conocida como el Pacto por México.19 

Si bien la tasa de aprobación de las iniciativas presiden-
ciales no se redujo de forma significativa con la llegada del 
pluralismo al Congreso, los presidentes debieron hacer 

18 Casar 2013. Velázquez 2015.
19 Velázquez 2018.
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concesiones, negociar y formar coaliciones ad hoc con los par-
tidos de oposición para aprobar su agenda legislativa durante 
el periodo de gobiernos sin mayoría (1997-2018).20 Esta diná-
mica permitió cierto equilibrio de fuerzas entre el Ejecutivo y 
el Congreso, ya que los partidos opositores también lograron 
impulsar parcialmente sus objetivos mediante la legislación 
aprobada.21

Durante la administración de amlo, a pesar de que Mo-
rena y sus aliados (pt y pes) lograron mayorías absolutas en 
ambas cámaras, la tasa de aprobación legislativa del Ejecutivo 
(68.93%) fue menor que la registrada durante los gobiernos 
sin mayoría (1997-2018). En la LXIV legislatura (2018-2021), 
Morena y sus aliados controlaron más del 50% de los votos en 
ambas cámaras, lo que les permitió aprobar con facilidad re-
formas a la legislación secundaria sin necesidad de apoyo opo-
sitor. De hecho, varias iniciativas tuvieron el respaldo de parti-
dos de oposición, si bien este apoyo no era necesario para su 
aprobación. Incluso, los partidos opositores votaron a favor 
de contrarreformas de gran calado que, pocos años antes, ha-
bían respaldado mediante el Pacto por México, como fue el 
caso de la reforma educativa. Entre las modificaciones consti-
tucionales aprobadas en este periodo destacan la ampliación 
del catálogo de delitos sujetos a prisión preventiva oficiosa y 
las reformas en materia de paridad de género, las cuales inte-
graron propuestas tanto de la coalición gobernante como de 
partidos de oposición.22 

20 Casar 2016. Kerevel y Bárcena 2022.
21 Un periodo muy visible en el cual los partidos de oposición lograron 
pasar parte de su agenda legislativa fue durante la negociación del Pac-
to por México. En este acuerdo, el pan y el prd modificaron disposicio-
nes constitucionales importantes, incluyendo la reelección legislativa 
consecutiva, a cambio de apoyar las iniciativas del pri. Véase Velázquez 
2018. 
22 Por ejemplo, la reforma que amplió el catálogo de delitos sancionados 
con prisión preventiva oficiosa integró siete iniciativas del pan, pri, pt y 
Morena. Véase Garrido 2020.
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Esta discreta cooperación entre el presidente, la coali-
ción gobernante y los partidos de oposición durante la LXIV 
legislatura (2018-2021) no difiere sustancialmente de los pe-
riodos anteriores de gobiernos sin mayoría. Sin embargo, la 
relación Ejecutivo-Legislativo se transformó en la LXV legis-
latura (2021-2024), cuando amlo impulsó una agenda di-
rigida a debilitar componentes clave del sistema democrá-
tico. Al no poder frenar estas iniciativas en el Congreso, la 
oposición recurrió a la scjn mediante acciones de inconsti-
tucionalidad, lo que resultó en la anulación de varias refor-
mas clave. 

Dos paquetes de iniciativas presidenciales orientados a de-
bilitar el sistema de frenos y contrapesos fueron los denomi-
nados “Plan A” y “Plan B”. El “Plan A”, presentado por el Eje-
cutivo en abril de 2022, proponía una reforma constitucional 
en materia electoral que modificaba el funcionamiento del 
árbitro electoral. Entre sus principales objetivos se encontra-
ba la transformación del Instituto Nacional Electoral (ine) en 
el Instituto Nacional de Elecciones y Consultas, la reducción 
de once a siete consejeros electorales, la eliminación del fi-
nanciamiento público ordinario a partidos políticos y la des-
aparición de legisladores plurinominales. Por tratarse de una 
reforma constitucional, requería de la aprobación de una ma-
yoría ca lificada en ambas cámaras legislativas, la cual no estuvo 
al  alcance de la coalición gobernante. Por ello fue rechazada 
en la Cámara de Diputados el 6 de diciembre de 2022.

Previendo el fracaso de esta reforma, el presidente anunció 
en noviembre de 2022 un “Plan B”, consistente en un conjunto 
de reformas a leyes secundarias para modificar el sistema elec-
toral sin necesidad de tocar la Constitución. Después de su paso 
por la cámara baja, este paquete fue aprobado por el Senado el 
22 de febrero de 2023. Sin embargo, los partidos de oposición 
en el Congreso reaccionaron con rapidez, presentando accio-
nes de inconstitucionalidad ante la scjn. Tras su análisis, la Cor-
te consideró que las reformas comprendidas en el “Plan B” vul-
neraban principios democráticos fundamentales del sistema 
electoral y resolvió invalidarlas el 8 de mayo de 2023.
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La anulación del “Plan B” no fue la primera ocasión en 
que la scjn frenó reformas impulsadas por amlo. Durante su 
sexenio, la Corte invalidó parcialmente diversas reformas que 
alteraban el equilibrio institucional, como la llamada “Ley Zal-
dívar”, que pretendía extender el mandato del presidente de 
la Corte; la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos, 
que imponía límites salariales a funcionarios, incluidos los del 
Poder Judicial; y la reforma que trasladaba el control operati-
vo y presupuestal de la Guardia Nacional a la Secretaría de la 
Defensa Nacional.

Estas resoluciones reforzaron el papel del Poder Judicial 
como contrapeso institucional, al frenar iniciativas que po-
nían en riesgo el equilibrio democrático. Ante estas resolu-
ciones, a finales de marzo de 2023, López Obrador anunció el 
“Plan C”, que inicialmente incluyó un llamado a la ciudadanía 
a no votar por el “bloque conservador” con el objetivo de im-
pedir que estos partidos continuaran obstaculizando su agen-
da desde el Congreso. Posteriormente, en febrero de 2024, 
el presidente presentó un paquete de 18 reformas constitu-
cionales con cambios profundos al Poder Judicial, al sistema 
político-electoral, a los órganos autónomos,23 entre otros. El 
objetivo de la convocatoria a no votar por el conservadurismo 
y la presentación de las reformas constitucionales no fue pre-
sionar a la oposición o buscar negociar con ésta, sino polari-
zar el ambiente político y obtener una mayoría calificada en 
la elección de junio de 2024 para así eliminar los contrapesos 
ejercidos por la oposición en el Legislativo y el Poder Judicial. 
Estos comicios dieron a Morena y a amlo, aun siendo presi-
dente en funciones, una mayoría calificada en la cámara baja 
y una muy amplia mayoría en el Senado, mediante la cual se 

23 Esta reforma constitucional comprendió la eliminación de los siguien-
tes órganos autónomos: Comisión Federal de Competencia, Instituto Fe-
deral de Telecomunicaciones, Instituto Nacional de Acceso a la 
Información, Consejo Nacional de Evaluación de Políticas de Desarrollo, 
Comisión Reguladora de Energía, la Comisión Nacional de Hidrocarbu-
ros y la Comisión Nacional para la Mejora Continua de Educación. La 
reforma fue aprobada a principios de diciembre de 2024. 
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aprobaron 13 de las 18 reformas del llamado “Plan C” en sep-
tiembre del mismo año.

Cuadro 2
Iniciativas clave del Poder Ejecutivo en disputa con 

la oposición y el Poder Judicial

Propuestas del Ejecutivo 
Federal Principales modificaciones

Publicación en el 
Diario Oficial de 

la Federación 
Estatus 

Remuneraciones 
de los Servidores 

Públicos

Disposición que establece que ningún 
funcionario público, incluidos los miembros 

del Poder Judicial, podrá recibir una 
remuneración mayor a la del presidente de 

la República.

5 de noviembre 
de 2018 

Parcialmente 
invalidada por 
la scjn (mayo 

de 2019)

Presupuesto y 
Responsabilidad 

Hacendaria

Facultaba al Ejecutivo federal para decidir 
por decreto el destino de los recursos 

públicos generados por las políticas de 
austeridad que ha implementado su 

gobierno.

19 de 
noviembre de 

2019

Parcialmente 
invalidada por 

la scjn
(abril de 2022)

Ley Federal 
de Austeridad 
Republicana

Entre las medidas, se incluía el 
establecimiento del plazo de 10 años 

para que los altos mandos del gobierno 
permanecieran fuera del ámbito laboral 
en empresas del sector privado a las que 

regularon o supervisaron.

19 de 
noviembre de 

2019

Parcialmente 
invalidada 
por la scjn 

(septiembre de 
2022)

Ampliación del 
mandato del ministro 
presidente en turno 

de la scjn

Se buscó ampliar la presidencia del ministro 
Arturo Zaldívar al frente de la scjn de 

cuatro a seis años, así como el mandato de 
los consejeros del Consejo de la Judicatura 

Federal (cjf).

7 de junio de 
2021

Parcialmente 
invalidada 
por la scjn 

(noviembre de 
2021)

Ley de la Guardia 
Nacional

Traslado a la Secretaría de la Defensa 
Nacional del cúmulo de facultades 

orgánicas, administrativas, presupuestales y 
directivas de la Guardia Nacional.

9 de 
septiembre de 

2022

Parcialmente 
invalidada por 

la scjn (abril de 
2023)
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Propuestas del Ejecutivo 
Federal Principales modificaciones

Publicación en el 
Diario Oficial de 

la Federación 
Estatus 

Diversas 
modificaciones 

constitucionales en 
materia electoral 

(Plan A)

Convertir el Instituto Nacional Electoral 
(ine) en el Instituto Nacional de Elecciones 

y Consultas; disminuir el número de 
consejeros electorales de once a siete; 
eliminar el financiamiento a partidos 
políticos para actividades ordinarias; 

eliminación de legisladores plurinominales.

-

No aprobada 
en el pleno 

de la Cámara 
de Diputados 

(noviembre de 
2022)

Modificaciones 
a diversas leyes 
secundarias en 

materia electoral 
(Plan B)

Paquete de reformas a leyes secundarias 
para modificar el sistema electoral. 

Debilitamiento del árbitro electoral.

7 de diciembre 
de 2022

y
2 de marzo de 

2023

Invalidadas por 
la scjn (mayo-
junio de 2023)

Diversas 
modificaciones a la 

Constitución Política 
de los Estados Unidos 

Mexicanos, cpeum 
(Plan C)

Elección por voto popular a jueces y 
magistrados.

Eliminación de órganos autónomos.

15 de 
septiembre de 
2024 y 20 de 
diciembre de 

202424

La scjn 
desestimó 
analizar el 
asunto (en 

materia de las 
modificaciones 

al Poder 
Judicial)25

Fuente: elaboración propia con base en el Sistema de Información Legis-
lativa y Expedientes de la scjn.

24 Las publicaciones en el Diario Oficial de la Federación (dof) corres-
ponden solamente a las modificaciones señaladas en el cuadro 2 (elec-
ción por voto popular de jueces y magistrados, y eliminación de órganos 
autónomos). Otras reformas incluidas en el llamado “Plan C” continúan 
su trámite en distintas etapas del proceso legislativo.
25 La reforma al Poder Judicial fue impugnada mediante cinco acciones 
de inconstitucionalidad promovidas por tres partidos políticos naciona-
les, uno estatal y la minoría parlamentaria de un Congreso local. El minis-
tro instructor elaboró un proyecto de resolución en el que proponía 
declarar la inconstitucionalidad de diversas disposiciones contenidas en 
esta reforma. No obstante, el proyecto no obtuvo suficientes votos para 
formar una mayoría, como lo exige este mecanismo de control constitu-
cional. Véase Vega 2024.
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Del conflicto al debilitamiento de los contrapesos institucionales

¿Cómo fue el proceso de debilitamiento del sistema de frenos 
y contrapesos? Identificamos tres factores que permitieron 
que amlo transformara la dinámica de poder entre el Ejecu-
tivo y el Congreso, los cuales culminaron debilitando los con-
trapesos institucionales. Primero, López Obrador llegó a la 
presidencia con gran legitimidad basada en el alto porcentaje 
de votos que obtuvo en la elección de 2018. De hecho, fue el 
primer presidente de la época democrática que logró obtener 
más del 50 por ciento de los votos. De igual manera, amlo fue 
un presidente con un gran apoyo popular. A lo largo del sexe-
nio, casi todas las casas encuestadoras registraron su tasa de 
aprobación por arriba del 50 por ciento.26 La fuerte legitimi-
dad y alta popularidad le dieron la fuerza necesaria para im-
pulsar y lograr sus objetivos políticos. 

Segundo, haber conseguido mayorías absolutas en ambas 
cámaras del Congreso en la elección de 2018 le dio la posibili-
dad de avanzar gran parte de su agenda sin mayor dificultad. 
La alta legitimidad y el apoyo mayoritario en el Congreso le 
 facilitaron al presidente pasar iniciativas a legislación secun-
daria muy importante, de manera muy rápida y sin cambios 
del Poder Legislativo. De hecho, el control de amlo sobre su 
bancada y las de sus aliados permitió que éstos apoyaran sin 
recelo propuestas de ley que le quitaban contrapesos al Poder 
Ejecutivo y, por ende, aumentaban su poder en relación con 
las otras ramas de gobierno. 

Tercero, el debilitamiento del equilibrio democrático no 
hubiese sido posible sin la estrategia polarizadora y divisionis-
ta del presidente. Como ha sido documentado ampliamente y 
es característico de los líderes populistas,27 amlo utilizó buena 
parte de sus conferencias de prensa matutinas para pola-
rizar el ambiente político al fijar diariamente una retórica 

26 Véase evolución del promedio de aprobación presidencial en Márquez 
2024.
27 Mudde 2004. 
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divisionista y de conflicto en la que el gobierno y sus aliados 
fueron plasmados como representantes únicos del pueblo y 
los opositores como enemigos de éste.28 Mediante la reitera-
ción sistemática del discurso confrontativo, amlo logró mol-
dear en buena medida la opinión pública, haciendo ver a la 
oposición en el Congreso y a la mayoría de los integrantes del 
Poder Judicial como élites oligárquicas, conservadoras, co-
rruptas y contrarias a la voluntad popular.29 De esta manera, 
el presidente construyó una importante base de apoyo social 
para impulsar y, finalmente pasar, su agenda legislativa que de-
bilitó los frenos y contrapesos institucionales.

Estas acciones marcaron el fin de la lógica de negociación 
y cooperación que había caracterizado la relación entre Eje-
cutivo y Legislativo en los sexenios anteriores, y dieron lugar a 
una dinámica de confrontación abierta. Aunque el Ejecutivo y 
su coalición legislativa lograron aprobar reformas de gran ca-
lado, las constantes impugnaciones ante la scjn evidenciaron 
la persistencia de un contrapeso institucional activo que limi-
tó –al menos parcialmente– las modificaciones que buscaban 
alterar el equilibrio democrático. Por ello, para comprender 
a profundidad la transformación de las relaciones entre los 
poderes Ejecutivo y Legislativo durante el sexenio de López 
Obrador, resulta indispensable analizar el papel que desempe-
ñaron las acciones de inconstitucionalidad como mecanismos 
centrales para frenar o revertir las reformas impulsadas desde 
la presidencia. 

A continuación, realizamos un análisis comparativo de las 
acciones de inconstitucionalidad presentadas y resueltas du-
rante los sexenios de Peña Nieto y López Obrador. Este análi-
sis busca evidenciar cómo el incremento del uso de este instru-
mento de control constitucional, así como las diferencias en los 
temas impugnados y en los argumentos validados por la Cor-
te, reflejan un cambio profundo en la dinámica política e ins-
titucional del país. Además, permite observar de qué manera 

28 Espino 2021. Estrada 2022. Aguiar, Castro y Monsiváis 2025. 
29 Ríos Figueroa 2022. 
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las acciones de inconstitucionalidad se convirtieron en un re-
curso clave para la oposición, no sólo para frenar políticas es-
pecíficas, sino también para preservar elementos fundamen-
tales del sistema democrático y del equilibrio entre poderes.

Acciones de inconstitucionalidad:  
balance empírico de dos sexenios

Las acciones de anticonstitucionalidad (ai) son mecanismos 
de control que se presentan directamente ante la scjn. Se trata 
de instrumentos jurídicos y procesales diseñados para preser-
var y proteger las disposiciones de la Constitución, prevenir su 
violación y sancionar su desconocimiento.30 A diferencia del 
amparo, que exige que las garantías individuales se vean afec-
tadas de manera directa, y de las controversias constituciona-
les, que buscan resolver conflictos de competencia entre po-
deres, órganos autónomos o autoridades de distintos niveles 
de gobierno, el propósito de las ai es salvaguardar la suprema-
cía constitucional.31 Además, ofrecen tutela a fuerzas minori-
tarias, buscando consolidar a la Constitución como el referen-
te único para la convivencia de todos los actores políticos.32

Las ai pueden promoverse cuando se considera que una 
norma general –como una ley, un tratado internacional, un 
reglamento o un decreto– contraviene la Constitución. En-
tre los actores legitimados para presentar una ai están: el 33% 
de los integrantes de la Cámara de Diputados o del Senado, 
la Fiscalía General de la República y el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Da-
tos Personales (inai). Además, los partidos políticos, tanto a 
nivel federal como estatal, están legitimados para promover 
ai cuando se trate de normas en materia electoral. La Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos (cndh) también está 

30 Fix-Zamudio 1998.
31 scjn 2000.
32 Valladares 2007, 3.
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facultada para interponer una ai cuando la norma impugnada 
afecte derechos humanos.33

Una vez presentada la demanda ante la scjn, y dependien-
do del cumplimiento de ciertos requisitos procesales y forma-
les, los miembros de la Corte deciden si es procedente o no 
analizar la ai. Si resulta procedente, la scjn analiza el fondo 
del asunto y determina el sentido de la sentencia, la cual pue-
de ser de diferente índole. El máximo tribunal puede decla-
rar la constitucionalidad (validez) de la norma impugnada; la 
inconstitucionalidad (invalidez), estableciendo que la norma 
contradice la Constitución, o la inconstitucionalidad parcial 
(validez parcial), cuando sólo ciertos aspectos de la norma 
son inconstitucionales. Además, si durante el desarrollo del 
procedimiento se presenta un obstáculo que impida estudiar 
el fondo del asunto, la scjn puede declarar el sobreseimiento, 
lo que significa que no se emitirá una resolución sobre la vali-
dez de la norma. Si la mayoría de los ministros considera que 
la norma es inconstitucional pero no se alcanza la votación mí-
nima de ocho votos, se dicta la desestimación de la ai. En estos 
casos, la norma impugnada continúa vigente y el expediente 
se archiva.34

Para validar nuestro argumento respecto a que amlo llevó 
a cabo una política de conflicto que terminó transformando 
las relaciones entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, hici-
mos un análisis comparativo de su sexenio con el de Enrique 
Peña Nieto. En concreto, examinamos las reformas impugna-
das mediante ai ante la Suprema Corte en ambas administra-
ciones. Esta comparación permite identificar las diferencias 
cuantitativas y cualitativas en materia de ai durante ambos 

33 También pueden hacer uso de este recurso los organismos de protec-
ción de los derechos humanos de las entidades federativas cuando se tra-
te de leyes que versen sobre derechos humanos; el 33% de los integrantes 
de las legislaturas estatales cuando se trate de leyes expedidas por los ór-
ganos legislativos locales; el Ejecutivo federal por conducto de la Conse-
jería Jurídica y los organismos garantes equivalentes al inai en los estados 
de la República. Véase scjn 2000.
34 López Ayllón y Valladares 2009.



FI LXV-3 De la negociación al conflicto, México 2018-2024 543

Foro Internacional (FI), LXV, 2025
núm. 3, cuad. 261, 523-574

Publicado en línea: 4 de junio de 2025
ISSN 0185-013X; e-ISSN 2448-6523

DOI: 10.24201/fi.3170

periodos presidenciales. Para este objetivo, elaboramos una 
base de datos a partir de la revisión de los índices de acciones 
de inconstitucionalidad resueltas y pendientes publicados en 
la página de la scjn. El estudio comprende las impugnaciones 
contra los decretos promulgados por el Ejecutivo federal, ha-
ciendo énfasis en aquellas que derivaron en la invalidez par-
cial o total de alguna norma.

La estructura del análisis es la siguiente. Primero, identifi-
camos las diferencias en el número de ai presentadas durante 
los sexenios de Peña Nieto y López Obrador, contrastando el 
tipo de resolución emitida por la scjn (fundadas, parcialmen-
te fundadas, infundadas o desestimadas). Además, identifica-
mos la cantidad de impugnaciones que permanecen pendien-
tes de resolución, con el fin de comprender de manera más 
integral el impacto de cada administración en la activación y 
uso de este mecanismo de control constitucional. Luego, exa-
minamos la participación de los distintos actores promoven-
tes en ambos periodos de gobierno para identificar cambios 
en las tendencias de los actores más activos en cada sexenio. 
Posteriormente, analizamos los temas sobre los cuales trataba 
la normativa impugnada y que resultó en su invalidación total 
o parcial, así como los motivos con los cuales la scjn declaró 
la invalidez de las normas impugnadas. En este análisis dedi-
camos especial atención a dos motivos que se reconocieron 
en especial en el sexenio de amlo: las omisiones en el proce-
dimiento legislativo y la vulneración a la autonomía del Poder 
Judicial.

Acciones de inconstitucionalidad resueltas y pendientes 
de resolución

La gráfica 1 muestra las ai resueltas por la scjn durante las le-
gislaturas LXII (2012-2015), LXIII (2015-2018), LXIV (2018-
2021) y LXV (2021-2024), correspondientes a los periodos de 
los presidentes Peña Nieto y López Obrador, respectivamen-
te. La legislatura LXIV fue el periodo más activo, con 36 ai 
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Gráfica 1
Acciones de inconstitucionalidad promovidas contra 

decretos del Ejecutivo federal por legislatura

Fuente: elaboración propia con datos de la scjn.

resueltas, superando notablemente las legislaturas anteriores. 
En total, bajo la administración de Peña Nieto se resolvieron 
38 ai contra disposiciones federales, mientras que durante el 
gobierno de López Obrador se resolvieron 58 ai. Esto refleja 
un aumento en el uso de este mecanismo de control constitu-
cional durante la administración del morenista, en particular 
en la LXIV legislatura.

El cuadro 3 muestra el tipo de resolución que obtuvieron las 
ai. Del total de asuntos analizados durante el sexenio de Peña 
Nieto, 19 (47%) fueron declarados fundados o parcialmente 
fundados por la scjn, lo que significa que se determinó la in-
constitucionalidad de las normas impugnadas, ya sea en su to-
talidad o de forma parcial. Durante la administración de López 
Obrador, de las 58 impugnaciones resueltas, 42 (64%) fueron 
fundadas total o parcialmente, lo que evidencia un incremento 
significativo en las resoluciones que encontraron algún grado 
de inconstitucionalidad respecto al periodo anterior. En cuan-
to a las resoluciones infundadas, es decir, aquéllas en las que se 
confirmó la validez constitucional de las normas impugnadas, 
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se observaron 19 durante el sexenio de Peña Nieto y siete en el 
de López Obrador. Por último, durante el gobierno de amlo, 
cinco reformas fueron desestimadas, lo que indica que, aunque 
se consideró inconstitucional el proyecto presentado, éstas no 
alcanzaron los ocho votos necesarios para declarar su invalidez 
en el pleno de la scjn. Si consideramos las ai que permanecen 
pendientes de resolución, la diferencia se amplía considera-
blemente. Tras la revisión de los expedientes, se identificó que, 
mientras sólo está pendiente una impugnación del periodo de 
Peña Nieto, hay 46 pendientes relacionadas con decretos emiti-
dos durante la administración de López Obrador.

Cuadro 3
Tipo de resolución de las acciones de inconstitucionalidad 

por sexenio

Resolución / presidente Enrique Peña Nieto amlo 

Fundada (total o parcialmente) 19 37

Infundada 19 12

Desestimada 0 5

Sobreseída o desechada 0 4

Subtotal 38 58

Pendientes de resolución 1 46

Total 39 104

Fuente: elaboración propia con datos de la scjn.

Promoventes

Entre 1996 y 2006, los partidos políticos nacionales fueron los 
principales promoventes de ai a través de sus dirigencias na-
cionales. Esta tendencia se mantuvo durante los dos periodos 
de gobierno estudiados. En el sexenio de Peña Nieto, los par-
tidos políticos fueron los actores más activos, promoviendo 16 
ai. Los integrantes de la Cámara de Diputados presentaron 
cinco impugnaciones, mientras que la cndh promovió nueve. 
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Otros actores, como la Procuraduría General de la República 
(pgr) y el Instituto Federal de Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos (ifai, luego inai), tuvieron un papel menor, 
con una y dos impugnaciones, respectivamente.

Por su parte, durante la administración de amlo, aunque 
los partidos políticos se mantuvieron como los más activos, 
con 20 impugnaciones en total, el Senado también se conso-
lidó como un actor clave al promover 18 ai. La cndh mantu-
vo una participación constante, con un número similar de im-
pugnaciones en ambos sexenios. Por su parte, los integrantes 
de la Cámara de Diputados presentaron ocho acciones y el 
inai, tres (véase la gráfica 2).

Gráfica 2
Acciones de inconstitucionalidad por promovente

Fuente: elaboración propia con datos de la scjn.
Nota: no incluye las ai pendiente de trámite.

A continuación, presentamos las diferencias de temas y moti-
vos que caracterizaron las ai que recibieron sentencia como 
fundada o parcialmente fundada. Es decir, aquéllas en que la 
scjn declaró la validez de los argumentos presentados por los 
promoventes, estableciendo que la norma contradice la Cons-
titución o que existe una inconstitucionalidad parcial.
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Temas o materias de las acciones de inconstitucionalidad

Para catalogar los temas sobre los cuales la scjn declaró la in-
validez parcial o total, examinamos los expedientes de la Cor-
te, ya que son la base sobre la cual se emite la sentencia y se 
procede a la votación de los ministros. Cuando dos o más ai 
impugnan una misma norma, éstas pueden acumularse en un 
solo expediente,35 lo que significa que un expediente puede 
incluir una o varias ai, dependiendo de la relación entre los 
asuntos impugnados.

La gráfica 3 muestra una comparación de los temas de los 
expedientes que han derivado en la invalidez de alguna nor-
ma durante los periodos del gobierno de Peña Nieto y López 
Obrador. Los temas de las ai variaron significativamente entre 
estos periodos, reflejando diferencias en las áreas de conflic-
to constitucional entre los poderes Ejecutivo y Legislativo en 
cada sexenio. Con Peña Nieto, las impugnaciones validadas 
por la Corte se concentraron principalmente en materias de 
seguridad pública y electoral. Esto refleja que, durante su ad-
ministración, se cuestionaron diversas leyes relacionadas con 
la protección ciudadana y la regulación de los procesos electo-
rales. En contraste, el periodo de amlo muestra una concen-
tración mucho mayor en el tema electoral, con una cifra signi-
ficativamente más alta de resoluciones de inconstitucionalidad 
en comparación con el sexenio anterior. Esto es par ticu- 
lar men te relevante, dado que las impugnaciones electorales 
durante el gobierno de amlo, en especial las relacionadas con 
las reformas conocidas como el “Plan B”, se convirtieron en un 
foco de confrontación política. 

Otro tema central en este sexenio fue la intervención en 
las condiciones laborales de los servidores públicos, desta-
cando las impugnaciones que cuestionaron disposiciones 
de la Ley de Remuneraciones y la Ley de Austeridad Repu-
blicana, las cuales fueron declaradas inconstitucionales en 
aspectos como las limitaciones salariales y las restricciones 

35 lrfa 105 1995 (última reforma 2021), art. 69.



548 Rodrigo Velázquez y Liliana González FI LXV-3

Foro Internacional (FI), LXV, 2025
núm. 3, cuad. 261, 523-574
Publicado en línea: 4 de junio de 2025
ISSN 0185-013X; e-ISSN 2448-6523
DOI: 10.24201/fi.3170

laborales que afectaban la autonomía de órganos como el 
Poder Judicial.

Otros temas de acciones de inconstitucionalidad, como el 
sector energético, telecomunicaciones y fiscal, tuvieron una 
presencia menos significativa en ambos periodos, pero mues-
tran cómo la scjn ha intervenido en áreas clave de la política 
pública y la regulación económica en México. En ambos sexe-
nios, los sectores estratégicos recibieron atención, aunque con 
menor recurrencia que los temas de seguridad y electorales.

A continuación, ofrecemos una distinción entre los de-
cretos en materia electoral y las medidas relacionadas con 
los servidores públicos –dos temas que cobraron especial re-
levancia durante el sexenio de López Obrador–, que fueron 
invalidados a partir de las sentencias emitidas por la scjn en 
cada periodo.

Gráfica 3
Temas de los expedientes con resolución,  
validadas total o parcialmente por la scjn 

Fuente: elaboración propia con datos de la scjn.
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• Materia electoral 

En el sexenio de Peña Nieto, la Corte invalidó diversas normas 
relacionadas con la reforma constitucional de 2014.36 Estas re-
formas permitían que los gastos de campaña, como los asocia-
dos a las estructuras partidista y electoral, se consideraran parte 
de los gastos operativos ordinarios de los partidos políticos. Esta 
medida ocasionaba que, al no corresponder al rubro de gastos 
ordinarios, estuvieran fuera del control fiscalizador de las cam-
pañas, por lo que la scjn declaró su invalidez. Otra medida en 
materia electoral invalidada por la Corte durante este sexenio 
consistía en la intervención del ámbito federal en atribuciones 
propias de las entidades federativas, al establecer mecanismos 
para la asignación de diputaciones locales de representación 
proporcional. La Suprema Corte argumentó que dicha medida 
excedía las competencias constitucionales del ámbito federal.

Como se mencionó antes, en el periodo de gobierno de 
amlo el auge de impugnaciones electorales ocurrió princi-
palmente como consecuencia de la estrategia gubernamental 
conocida como “Plan B”. Esta estrategia no puede entenderse 
sin el fracaso de su antecedente conocido como el “Plan A”, 
que proponía una transformación profunda del sistema elec-
toral mexicano. Entre sus principales medidas estaba la elimi-
nación de la disposición constitucional que otorgaba al ine 
el control del padrón electoral, trasladando dicha función al 
Poder Ejecutivo. Asimismo, planteaba la centralización de la 
justicia electoral mediante la desaparición de los institutos y 
tribunales electorales locales, así como la creación de un nue-
vo Instituto Nacional de Elecciones y Consultas (inec). Este 
organismo, al igual que el Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación (tepjf), estaría integrado por conseje-
ros y magistraturas electos mediante voto popular.37 A pesar 
de la sistemática promoción de esta reforma en las confe-
rencias matutinas del presidente, la iniciativa careció del 

36 Véase scjn 2014b.
37 Martín 2024, 4.
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res paldo suficiente en el Congreso y no alcanzó la mayoría 
calificada necesaria. 

Ante la imposibilidad de cambiar la Constitución, el eje-
cutivo optó por impulsar una serie de cambios a las leyes 
 secundarias para transformar el ine y el sistema electoral sin 
requerir modificaciones constitucionales, conocido como 
“Plan B”.38 Los cambios propuestos eran de diversa índole. 
Entre éstos se incluía la eliminación de la estructura distrital 
profesionalizada del ine, sustituyéndola por oficinas tempora-
les, lo que generó preocupaciones sobre la capacidad opera-
tiva y técnica del organismo electoral. También se propuso la 
concentración de poder en una Comisión de Administración, 
quebrantando la tradicional separación entre órganos ejecuti-
vos y de dirección en el ine, y otorgando al Poder Legislativo la 
facultad de ratificar a los consejeros electorales y al titular del 
órgano interno de control. Adicionalmente, se imponía una 
estructura temporal a los institutos electorales locales, se res-
tringían las facultades tanto del Tribunal Electoral como del 
ine, y se establecían criterios arbitrarios para la integración de 
mesas directivas de casilla.39 Estas modificaciones, considera-
das por muchos como un debilitamiento institucional, afec-
taban la autonomía constitucional del ine,40 comprometían 
la imparcialidad y el profesionalismo en la organización de 
elecciones,41 y alteraban el esquema de transparencia y rendi-
ción de cuentas de los partidos políticos. 42

38 Estos decretos fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación. 
El primero, publicado el 27 de diciembre de 2022, modificaba la Ley Ge-
neral de Comunicación Social y Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas. El segundo se publicó el 2 de marzo de 2023 e incluyó reformas 
a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; a la Ley 
General de Partidos Políticos; a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, y se expidió una nueva Ley General de los Medios de Impug-
nación en Materia Electoral.
39 Martín 2024, 5.
40 Marván 2023. Salmorán 2023. Zavala 2023. Saavedra 2023.
41 Hernández 2023.
42 García Ángeles 2023.
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Esta segunda estrategia generó un intenso debate público 
y político. El paquete de reformas fue aprobado en el Congre-
so y publicado en el Diario Oficial de la Federación (dof) en 
dos partes. La primera, en diciembre de 2022, y la segunda, en 
marzo de 2023. Como detallaremos más adelante, la Corte va-
lidó las impugnaciones de la oposición e invalidó en su totali-
dad las reformas derivadas de este “Plan B”. Aunado a esto, las 
modificaciones también originaron diversas manifestaciones 
en la Ciudad de México y otras entidades federativas, conoci-
das como la “marea rosa”.43 Estas movilizaciones, que tuvieron 
lugar en noviembre de 2022, fueron convocadas por organi-
zaciones de la sociedad civil, partidos políticos de oposición y 
ciudadanos, con el objetivo de visibilizar el apoyo a la autono-
mía y fortaleza del ine frente a los cambios impulsados por el 
gobierno federal, así como de advertir sobre los riesgos que la 
reforma planteaba para la democracia y los procesos electora-
les en México.

• Materia: servidores públicos

En el sexenio de Peña Nieto, la scjn resolvió una acción de 
inconstitucionalidad promovida por diputados del pri44 que 
modificaba diversos artículos de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.45 El núcleo de la controversia se 
centró en la participación del Senado en el nombramiento de 
ciertos funcionarios de la administración pública, específica-
mente el comisionado nacional de seguridad y el secretario 
ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (snsp). 
En el proyecto de dictamen, la scjn determinó que el Sena-
do no debe intervenir en la ratificación del comisionado na-
cional de seguridad, al considerar que este nombramiento 
corresponde exclusivamente al presidente de la República, 
dada la naturaleza de las funciones del cargo directamente 

43 “Marea rosa en defensa del ine…” 2023.
44 Véase scjn 2014a.
45 “Decreto por el que se reforman…” 2013. 
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vinculadas con la seguridad pública. Según la Corte, esta in-
tervención del Senado transgredía los principios de división 
de poderes y legalidad, establecidos en los artículos 16, 49, 89 
fracción II y 90 de la Constitución. No obstante, la Corte va-
lidó la participación del Senado en la ratificación del secre-
tario ejecutivo del snsp, al considerar que, por tratarse de un 
puesto encar gado de coordinar y supervisar estrategias nacio-
nales de seguridad pública, su ratificación por el Senado po-
dría fortalecer la rendición de cuentas y la supervisión demo-
crática en esa área. 

En el mismo fallo, la scjn también invalidó una disposi-
ción que obligaba al secretario de Gobernación a comparecer 
cada seis meses ante las Comisiones de Gobernación y de Se-
guridad Pública del Senado para rendir informes sobre polí-
tica criminal y seguridad pública. Los ministros concluyeron 
que dicha obligación no está prevista en la Constitución, por 
lo que resultaba desproporcionada e ilegítima, y advirtieron 
que la rendición de cuentas del secretario de Gobernación de-
bía ajustarse a lo establecido constitucionalmente y no podía 
imponerse mediante una ley secundaria. 

En el periodo de López Obrador, la scjn se caracterizó por 
evaluar la constitucionalidad de diversas disposiciones relacio-
nadas con la remuneración de los servidores públicos y polí-
ticas de empleo público. Uno de los casos más debatidos fue 
la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos, 
la cual establecía que ningún servidor público podría recibir 
una remuneración superior a la del presidente de la Repúbli-
ca. Tras su publicación en el Diario Oficial de la Federación en 
noviembre de 2018, un grupo de senadores y la cndh presen-
taron una demanda de inconstitucionalidad contra esta ley.46 
Una vez que se presentó la ai, el ministro instructor Pérez Da-
yán determinó suspender la norma, lo que representó un pre-
cedente inusual en el ámbito de ai.47 Mientras el caso estaba 
en revisión, el legislativo modificó una parte significativa de 

46 Véase scjn 2018a.
47 González 2019.
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la ley, lo que llevó al sobreseimiento del expediente respec-
to a los artículos modificados, ya que se consideró que éstos 
habían quedado sin materia para su análisis. No obstante, al-
gunos artículos no fueron modificados, por lo que siguieron 
siendo objeto de control constitucional, lo que permitió a la 
scjn analizarlos de fondo. 

En su análisis, la Corte declaró la invalidez de varios de es-
tos artículos debido a la falta de un marco técnico adecuado 
para la determinación de los salarios, lo cual generaba un ries-
go de discrecionalidad en la fijación de las remuneraciones. 
La scjn también subrayó que la ausencia de criterios especí-
ficos en la ley comprometía tanto la seguridad jurídica como 
el principio de división de poderes, cuestión especialmente 
problemática para la independencia del Poder Judicial. Este 
aspecto afectaba su autonomía presupuestaria y su capacidad 
para definir sus propios esquemas salariales sin la interven-
ción arbitraria del Poder Legislativo.48

En otra resolución, la scjn abordó las restricciones labo-
rales impuestas a los servidores públicos tras la promulgación 
de la Ley Federal de Austeridad Republicana (lfar) en no-
viembre de 2019. Impulsada como parte de las medidas de 
austeridad del gobierno de amlo, la ley definía el concepto 
de austeridad, establecía a los sujetos responsables de su im-
plementación y aplicaba restricciones a los servidores públi-
cos.49 Estas modificaciones fueron impugnadas por un grupo 
de senadores, quienes cuestionaron su constitucionalidad.50 
Tras analizar el expediente, la scjn declaró inconstitucional 
el segundo párrafo del artículo 24 de la lfar, que prohibía a 
los servidores públicos de alto nivel, después de dejar su car-
go, trabajar durante diez años en empresas que hubieran su-
pervisado, regulado o de las que hubieran tenido acceso a in-
formación privilegiada. Aunque la medida pretendía prevenir 
conflictos de interés, la Corte la consideró desproporcionada, 

48 Conesa y Peniche 2020.
49 Garza y Torres 2022. 
50 Véase scjn 2019.
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ya que limitaba excesivamente el derecho al trabajo y a la libre 
profesión, garantizados por el artículo 5º de la Constitución. 
La scjn concluyó que la duración del periodo de restricción 
carecía de una justificación adecuada, imponiendo una carga 
innecesaria a los exfuncionarios que desearan trabajar en el 
sector privado.

Adicionalmente, el pleno de la Corte revisó la constitucio-
nalidad del artículo 7 de la lfar y su relación con el artículo 61 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria. Estas disposiciones permitían al presidente de la Repúbli-
ca, de forma discrecional, determinar por decreto el destino 
de los recursos ahorrados mediante la Ley de Austeridad. La 
Corte determinó que esta facultad vulneraba el artículo 74 de 
la Constitución, que otorga a la Cámara de Diputados la exclu-
siva atribución de aprobar el presupuesto y decidir el destino 
de los recursos públicos. Además, permitir tal discrecionali-
dad afectaba principios de eficacia, eficiencia y transparencia 
presupuestaria, y minaba el control democrático sobre el gas-
to público, justificación por la cual la Constitución reserva esta 
atribución a la Cámara de Diputados.

Estas resoluciones de la scjn subrayaron la necesidad de 
proteger la independencia del Poder Judicial y otros órganos 
autónomos frente a las políticas de austeridad del gobierno de 
amlo. La Corte reconoció la competencia del Congreso para 
legislar en materia de gasto público, pero advirtió que estas 
medidas no deben comprometer la separación de poderes ni 
concentrar excesivamente atribuciones en el Ejecutivo. Tam-
bién enfatizó que cualquier ajuste en el equilibrio entre pode-
res debe respetar la autonomía de los órganos del Estado y los 
principios constitucionales.

Como se observa, la materia electoral abarcó la mayoría de 
las impugnaciones durante el periodo de amlo, pero la decla-
ración de invalidez en cada tema tiene uno o varios argumen-
tos (motivos) que también contrastan de un sexenio a otro. La 
siguiente sección destaca las diferencias entre los motivos más 
aceptados por la scjn en los periodos de interés. 
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Motivos validados por la scjn

Los promoventes de las ai pueden señalar varias violaciones a 
principios constitucionales (motivos), pero durante el análi-
sis de los expedientes, la scjn puede o no compartir todos los 
argumentos, es decir, la Corte puede validar unos y desechar 
otros. Los motivos principales por los que se validaron las im-
pugnaciones durante ambos periodos de gobierno tienen que 
ver con violaciones a derechos humanos y a la falta de seguri-
dad jurídica, como puede apreciarse en el cuadro 4.

Cuadro 4
Motivos aceptados por la scjn para invalidar la normatividad 

impugnada en cada sexenio 

Motivos de invalidez de la norma

Expedientes 

Enrique 
Peña Nieto

Andrés Manuel 
López Obrador

Violación a derechos humanos (ddhh) 7 11

Falta de seguridad jurídica 3 8

Atentan contra la división de poderes/ 
competencias entre esferas 2 2

Falta de rendición de cuentas, 
transparencia y máxima publicidad 1 5

Vulneran la equidad en contiendas 
electorales 1 2

Violaciones del procedimiento legislativo 0 2

Vulnera la autonomía del Poder Judicial 0 2

Nota: cada expediente invalida una o varias normas derivado de uno o 
más motivos, por lo que las sumas de los motivos difieren de la cantidad 
de expedientes y ai.
Fuente: elaboración propia con datos de la scjn.
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En el sexenio de amlo, la scjn aceptó dos motivos que no ha-
bían sido aceptados como causas para la invalidez de norma-
tiva federal en el periodo previo: 1) violaciones del procedi-
miento legislativo y 2) vulneración de la autonomía del Poder 
Judicial de la Federación. A continuación, se analiza cada uno 
de estos motivos.

• Violaciones al procedimiento legislativo

Los motivos relacionados con omisiones al procedimiento le-
gislativo no son nuevos. Los promoventes de ai han utilizado 
este argumento en diversas ocasiones y existen precedentes de 
que la Corte lo ha validado.51 Incluso se ha encontrado que se 
han interpuesto un número significativo de acciones en mate-
ria electoral alegando que no se respetaron las reglas del pro-
cedimiento legislativo.52 En este sentido, para diferenciar los 
motivos por los cuales se invalidó la norma impugnada entre 
un periodo de gobierno y otro, nos basamos no sólo en que 
los promoventes hayan argumentado tales omisiones, sino en 
que la Corte efectivamente los aceptara en el análisis de fon-
do del proyecto y que, como resultado de la votación gene-
ral, éstos hayan sido el fundamento para invalidar las normas 
 impugnadas.

Un proceso legislativo adecuado debe garantizar que to-
dos los legisladores, así como la sociedad, tengan la oportu-
nidad de informarse sobre el proyecto de ley, disponer de un 
tiempo razonable para su análisis, recibir retroalimentación 
de expertos y ciudadanos interesados, participar en todas las 
etapas del debate y asegurar que tanto la voz como el voto de 
los legisladores sean respetados. Cuando estos estándares mí-
nimos no se cumplen, se socava el pacto fundamental del mo-
delo de representación política, debilitando la legitimidad del 
proceso legislativo y, por ende, de las leyes que de él emanan.53 

51 Véase la Tesis jurisprudencial 37/2009, tepjf 2010.
52 López Ayllón y Valladares 2009.
53 Puente 2023.
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La doctrina consolidada de la scjn establece dos tipos de 
violaciones al procedimiento legislativo que, por sí solos, son 
suficientes para declarar la inconstitucionalidad de una ley: 
1) la dispensa del trámite legislativo sin una justificación ade-
cuada y 2) la falta de un plazo mínimo razonable que permi-
ta a los integrantes de las cámaras conocer y analizar a fondo 
la propuesta que se va a discutir.54 Estas violaciones afectan 
gravemente los principios fundamentales de una democracia 
 deliberativa.

Un ejemplo que ilustra cómo, para fines de este docu-
mento, realizamos el análisis de los motivos es el proyecto de 
inconstitucionalidad de la Ley de Seguridad Interior en el se-
xenio de Peña Nieto. En este caso, la scjn determinó que di-
cha ley infringía los principios de la división de poderes y la 
estructura federal del Estado mexicano, al atribuir al Con-
greso facultades que no le correspondían, particularmente 
en la distribución de competencias en materia de seguridad 
interior entre la Federación, los estados y los municipios. La 
Corte fundamentó su decisión (motivo) al subrayar que la se-
guridad interior es una facultad exclusiva del orden federal, y 
que no puede delegarse o distribuirse entre entidades federa-
tivas o municipios sin una habilitación constitucional expresa. 
Además, la ley permitía la intervención de las fuerzas armadas 
en tareas que, por mandato constitucional, debían ser desem-
peñadas exclusivamente por autoridades civiles. En este caso, 
la sentencia del proyecto resultó en la declaración de incons-
titucionalidad de la ley en su totalidad. Sin embargo, algu-
nos votos concurrentes coincidieron en invalidarla, pero por 
razones distintas a las planteadas en el proyecto.55 Tal fue el 
caso de la ministra Norma Piña, quien argumentó que las vio-
laciones al procedimiento legislativo también constituían un 

54 García Sarubbi 2021.
55 Un voto concurrente es aquel emitido por un ministro de la scjn que 
está de acuerdo con la decisión final adoptada por la mayoría de los minis-
tros (por ejemplo, declarar la inconstitucionalidad de una ley), pero tiene 
una justificación o razonamiento diferente para llegar a esa conclusión.
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motivo válido para la inconstitucionalidad.56 En este caso, al 
ser un voto concurrente y no un motivo incorporado en el pro-
yecto, no fue considerado en el conteo del cuadro 4. 

En el sexenio de amlo se presentaron dos casos en los que 
las violaciones al procedimiento legislativo fueron determi-
nantes para la invalidez total de la norma. Se trata de los dos 
expedientes que recogían las impugnaciones presentadas por 
la oposición para invalidar las modificaciones en materia elec-
toral del “Plan B”. Estos expedientes recogieron diversos mo-
tivos que los promoventes argumentaban para la inconstitu-
cionalidad de las reformas. La scjn no se pronunció sobre la 
mayoría de los argumentos de inconstitucionalidad plantea-
dos, que abarcaban desde violaciones a derechos de consulta 
de grupos vulnerables, principios de paridad, protección de 
datos, derechos laborales, hasta vulneraciones a la autonomía 
constitucional.57 En su lugar, la decisión de la Corte fue inva-
lidar ambos decretos en su totalidad por violaciones al proce-
dimiento legislativo.58

En la discusión de fondo del proyecto, la scjn determi-
nó que estas infracciones vulneraron los artículos 71 y 72 de 
la Constitución, al no seguirse el proceso adecuado de deli-
beración y discusión, lo que afectó los derechos de la repre-
sentación popular y el principio de una deliberación infor-
mada. Uno de los puntos críticos que destacó la Corte fue la 
falta de tiempo suficiente para que los legisladores leyeran y 
analizaran adecuadamente las iniciativas. El expediente seña-
la que las iniciativas fueron presentadas a las 22:05 horas del 
6 de diciembre de 2022, y sólo 57 minutos después, a las 23:02 
horas, se reanudó la sesión con modificaciones ya listas para 
su aprobación, lo cual imposibilitó un análisis detallado y ex-
haustivo de su contenido.59 La Corte también consideró que 

56 Véase scjn 2018b.
57 Martín 2024, 6.
58 scjn 2023, 161. 
59 scjn 2023, 161.
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la imposición del trámite de “urgencia u obvia resolución” sin 
justificación objetiva comprometió el proceso legislativo.

En suma, las resoluciones de la scjn establecen que el 
apresuramiento en la aprobación de las reformas, junto con la 
sumisión de los grupos parlamentarios para imponer los pro-
yectos del Ejecutivo, impidieron una auténtica deliberación 
democrática. Estas acciones de la coalición gobernante resul-
taron contraproducentes pues, a pesar de contar con la mayo-
ría en el Congreso y poder cumplir con el proceso legislativo a 
cabalidad, incurrieron en la dispensa del trámite legisla tivo sin 
justificación alguna y no se otorgó un plazo mínimo razonable 
para que los legisladores pudieran conocer y analizar adecua-
damente el contenido de las propuestas que se iban a discutir. 
Por estos motivos, la Corte resolvió que estas acciones no sólo 
vulneraron los principios democráticos esenciales, sino que 
también debilitaron la legitimidad del proceso legislativo en 
su conjunto.

Vulneración a la autonomía del Poder Judicial

La vulneración a la autonomía del Poder Judicial fue otro de 
los motivos para validar algunas impugnaciones derivadas de 
las acciones de inconstitucionalidad 105/2018 y 108/2018.60 
Como se mencionó previamente, el decreto por el que se ex-
pedía la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Pú-
blicos fue objeto de impugnación. La scjn aceptó algunos ale-
gatos e invalidó ciertas disposiciones debido a que vulneraban 
la autonomía del Poder Judicial. La Corte reconoció que, al 
imponer el mismo límite salarial a todos los poderes del Esta-
do, la ley afectaba la independencia presupuestaria del Poder 
Judicial, ya que no permitía que este órgano determinara de 
manera autónoma las remuneraciones de sus integrantes. El 
pleno también consideró que se transgredía el artículo 127 de 
la Constitución, que establece que los salarios de los servidores 

60 scjn, 2018a. scjn 2018b. 
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públicos deben ser adecuados y proporcionales a sus respon-
sabilidades.

Otro caso en el que la vulneración a la independencia 
del Poder Judicial fue motivo para invalidar una norma fue 
el expediente que contenía la ai 95/2021 y su acumulada 
105/2021.61 Después del análisis de fondo, la scjn invalidó 
el artículo décimo tercero transitorio de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación. Este transitorio ampliaba 
el mandato del presidente de la Corte y de los consejeros de 
la Judicatura Federal, lo cual fue declarado inconstitucional 
por varios motivos. Primero, la Corte señaló que la prórroga 
violaba el principio de supremacía constitucional, ya que los 
artículos 97 y 100 de la Constitución establecen de manera 
clara que el mandato del presidente de la Corte es de cuatro 
años, sin posibilidad de reelección o extensión. Cualquier 
intento de modificar estos plazos contravenía directamente 
la Constitución. Además, se consideró que la medida infrin-
gía el principio de división de poderes, ya que el Congreso 
de la Unión no tiene facultades para extender los mandatos 
en el Poder Judicial. Por último, la Corte concluyó que esta 
extensión afectaba la independencia judicial, un principio 
esencial para garantizar la imparcialidad y autonomía de los 
jueces y magistrados. 

En suma, el análisis de las acciones de inconstitucionali-
dad presentadas y resueltas durante los sexenios de Peña Nie-
to y López Obrador muestra un cambio significativo tanto 
en la cantidad como en la naturaleza de los conflictos cons-
titucionales entre poderes. Durante el gobierno de amlo no 
sólo se registró un número más alto de ai, sino que median-
te éstas se cuestionaron reformas de mayor relevancia políti-
ca e institucional, en especial en materia electoral, derechos 
laborales de los servidores públicos y en los límites al Poder 
Judicial. 

61 scjn 2021.
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Discusión

En este artículo argumentamos que, a diferencia de las admi-
nistraciones previas a 2018, la relación entre amlo y el Con-
greso se caracterizó no por la negociación y el ajuste, sino por 
una confrontación directa, incluso contando con mayorías 
absolutas en ambas cámaras. Mientras que los presidentes que 
gobernaron durante la incipiente democracia mexicana –sin 
contar con apoyo mayoritario en el Congreso– optaron por 
negociar con la oposición para aprobar su agenda o adaptarla  
conforme a su fuerza política y a ciertos límites impuestos por 
los partidos opositores, amlo, especialmente a partir de 2021, 
abandonó la vía de la negociación y adoptó una política abier-
ta de conflicto con la coalición opositora, renunciando a cual-
quier intento de consenso o ajuste de su agenda, y optando en 
su lugar por la polarización como estrategia para reforzar su 
apoyo social. A partir del análisis comparativo de las ai presen-
tadas durante los sexenios de Peña Nieto y amlo, identifica-
mos tres acciones concretas que materializaron esta estrategia 
de conflicto y transformaron la relación entre los poderes Eje-
cutivo y Legislativo: la violación al proceso legislativo de la coa-
lición oficialista para aprobar iniciativas clave; la aprobación 
de reformas orientadas a debilitar la división de poderes y los 
contrapesos institucionales, y la impugnación, de la oposición, 
de leyes de gran calado ante la Suprema Corte mediante accio-
nes de inconstitucionalidad.

A diferencia del sexenio de Peña Nieto, durante el gobier-
no de amlo, la scjn revisó un mayor número de ai (20) pro-
movidas por la oposición. Asimismo, el porcentaje de senten-
cias que derivaron en la invalidez total o parcial de normas 
generales creció considerablemente, pasando del 47% duran-
te el sexenio de Peña Nieto al 64% en el de amlo. Este incre-
mento no fue sólo cuantitativo, sino que implicó un cambio en 
la dinámica de poder de la Suprema Corte como contrapeso 
efectivo frente al Ejecutivo. Otro aspecto que contribuyó a al-
terar la relación Ejecutivo-Legislativo durante el gobierno de 
amlo fue el de los temas que sustentaron las ai. Mientras que 
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en administraciones pasadas las impugnaciones judiciales se 
centraron en temas de política pública como la seguridad, du-
rante el gobierno de amlo los temas fueron la vulneración a 
la división de poderes, al sistema de frenos y contrapesos, así 
como la violación a los derechos de los servidores públicos. Es-
tos tipos de reformas legislativas se alinean con los patrones 
de gobiernos populistas contemporáneos, en los que tanto la 
retórica como las decisiones gubernamentales reflejan una 
profunda desconfianza hacia los controles y equilibrios insti-
tucionales, así como una actitud hostil hacia los principios y 
procedimientos democráticos.

La respuesta de la oposición a estas violaciones por medio 
de ai llevó a una intervención más frecuente de la scjn como 
contrapeso institucional. Al igual que en los casos de Argenti-
na, Brasil, Colombia y Estados Unidos, la Corte mexicana de-
tuvo los intentos de la coalición gobernante de afectar com-
ponentes esenciales del sistema democrático.62 No obstante, 
dicha intervención produjo no sólo una mayor polarización 
política entre el presidente y la oposición, sino también la rup-
tura definitiva de cualquier posibilidad de negociación entre 
ambos poderes. 

A diferencia de los presidentes anteriores, quienes acata-
ron las resoluciones de la Corte incluso cuando éstas no les fa-
vorecieron, la invalidación judicial de leyes clave impulsadas 
por amlo tuvo como consecuencia que el presidente intensi-
ficara su política de confrontación, dirigiéndola ahora direc-
tamente contra el Poder Judicial. Esta política se manifestó en 
un ataque sistemático, especialmente a través de los medios 
de comunicación y las conferencias matutinas, en el que amlo 
acusó al Poder Judicial de corrupción y en la presentación de 
una reforma constitucional orientada a desmantelar su actual 
estructura mediante la elección directa de jueces, magistrados 
y ministros. De este modo, desde la perspectiva del Ejecutivo, 
el Poder Judicial dejó de ser un árbitro legítimo para resolver 

62 Ríos Figueroa 2022; Staton, Reenock y Holsinger 2022; Gamboa, Gar-
cía Holgado y González-Ocantos 2024.



FI LXV-3 De la negociación al conflicto, México 2018-2024 563

Foro Internacional (FI), LXV, 2025
núm. 3, cuad. 261, 523-574

Publicado en línea: 4 de junio de 2025
ISSN 0185-013X; e-ISSN 2448-6523

DOI: 10.24201/fi.3170

los conflictos legales y lo calificó como un órgano corrupto, 
que debía ser “depurado” a través de la elección popular de 
sus integrantes.

La estrategia de conflicto de amlo fue exitosa, ya que con-
siguió plasmar a la oposición como conservadora y enemiga 
de los intereses del pueblo, y logró que su sucesora ganara con 
un gran amplio margen electoral. Asimismo, impulsó que Mo-
rena y sus aliados consiguieran las mayorías legislativas nece-
sarias para aprobar las reformas constitucionales previamen-
te rechazadas por la oposición o invalidadas por la Corte. Más 
importante aún, la estrategia de conflicto de amlo le permitió 
ganar el suficiente apoyo electoral en la elección de 2024 para 
debilitar o deshacerse de los contrapesos institucionales que 
obstaculizaban la consecución de sus objetivos políticos. 

¿Cuáles son las implicaciones de la transformación de las 
relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo? Identificamos 
tres principales implicaciones de dicho proceso de cambio en 
la interacción entre el presidente y el Congreso.

Primero, la política de conflicto, basada en las caracterís-
ticas clásicas del populismo, produjo la descalificación de los 
oponentes políticos como actores legítimos del juego demo-
crático. Para amlo y su movimiento, ellos eran los auténticos y 
únicos representantes del pueblo mientras que los partidos de 
oposición que no apoyaron su agenda fueron descalificados 
mediáticamente, calificados de conservadores y vistos como 
enemigos de la voluntad popular. Esta concepción de la polí-
tica no sólo rompe los canales de cooperación y negociación 
entre los actores políticos, sino que limita el pluralismo políti-
co del sistema democrático pues sólo una visión es legítima y 
políticamente aceptable. 

Segundo, la política de conflicto implicó la violación de las 
reglas legislativas. Esta transgresión afectó de forma considera-
ble la deliberación democrática en el Congreso. Al hacer uso 
reiterado del trámite de “urgencia u obvia resolución” para 
aprobar reformas trascendentales, la coalición gobernante ab-
dicó del análisis profundo e informado de las iniciativas pre-
sentadas y la posibilidad de la discusión necesaria tanto en las 
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comisiones legislativas como en el pleno de las cámaras. Afec-
tar de esta manera la deliberación representa un daño al siste-
ma democrático debido a que se limita la discusión y la publi-
cidad de la información, así como la posibilidad de conocer 
los posicionamientos de las fuerzas políticas. 

La tercera implicación de la política de conflicto es la vul-
neración de la división de poderes y el sistema de frenos y con-
trapesos. La aprobación de reformas que afectan estos com-
ponentes representa un retroceso democrático significativo. 
Para su buen funcionamiento, las democracias requieren ins-
tituciones y mecanismos que puedan evitar la concentración 
excesiva de poder en una sola rama de gobierno. Además, los 
sistemas democráticos necesitan de instituciones que diriman 
diferencias legales y sancionen actos ilegales de los órganos 
del Estado. La reforma constitucional al Poder Judicial no está 
orientada hacia estos fines, sino a debilitar la división de po-
deres y menguar su función de contrapeso al abrir la puerta 
al control político y captura de este poder a través de la elec-
ción popular de sus integrantes. De manera similar, la desapa-
rición de los órganos autónomos producto de la aprobación 
del “Plan C” permite la concentración de poder en el Ejecuti-
vo en varias áreas de política pública y reduce importantes me-
canismos de rendición de cuentas como la transparencia y el 
acceso a la información pública. 

Una democracia presidencial no existe en la práctica sin 
división de poderes. Cuando el Ejecutivo controla a los pode-
res Legislativo y Judicial, eliminando los frenos y contrapesos 
democráticos se está, en el mejor de los casos, ante una auto-
cracia electiva.63 A diferencia de los rompimientos democrá-
ticos ocurridos durante buena parte del siglo xx, en que los 
gobiernos fueron derrocados repentinamente a través de gol-
pes de Estado, en el siglo xxi una parte de los países tienden 
a perder su calidad democrática gradualmente y mediante 
cambios normativos promovidos por líderes que llegaron al 

63 Ganghof 2021.
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poder por la vía electoral.64 A través de estas modificaciones, 
este tipo de gobernantes limitan la efectividad del sistema de 
frenos y contrapesos para concentrar poder en el Ejecutivo, 
subordinan otras ramas del gobierno y establecen condicio-
nes legales y políticas que tornan muy difícil su remoción.65 
Este parece ser el camino de México. Las reformas impulsadas 
por amlo durante su sexenio, y continuadas por la presidenta 
Sheinbaum y la nueva mayoría legislativa de Morena y aliados, 
apuntan hacia la edificación de un régimen autocrático. Los 
siguientes años determinarán si dicho régimen se consolida o 
comienzan a reestablecerse los equilibrios democráticos. Cual-
quiera que sea el resultado, podemos concluir –con base en el 
análisis presentado en este artículo– que el gobierno de Ló-
pez Obrador sí logró transformar la historia política del país. 
Sin embargo, dicha transformación no responde al hecho de 
haber sido el primer gobierno de izquierda que llegó al poder 
con un amplio apoyo que le permitió implementar una agen-
da social para reducir la pobreza. amlo tampoco modificó sus-
tancialmente la historia al rendir más cuentas a la ciudadanía 
por medio de sus conferencias matutinas ni por las obras de 
infraestructura construidas durante su gobierno. La transfor-
mación de la historia no se debe a los logros que López Obra-
dor le atribuye a su mandato. amlo transformó la historia de 
México al socavar el juego democrático. 

64 Gamboa 2022.
65 Como se ha documentado, éste ha sido el caso de Hungría, Turquía, 
Venezuela, entre otros. Véanse Gamboa 2022. Weyland 2024.
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Anexo

Cuadro 1A
Leyendo o reformas a leyes total o parcialmente invalidadas 

por la scjn, 2012-2024

Sexenio Expediente Número de ai3 Leyes o reformas a leyes total o parcialmente invalidadas

Enrique  
Peña
Nieto 

2012-2018

001/2013 1 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

002/2014 1 Ley General de Salud

010/2014 2 Código Nacional de Procedimientos Penales

022/2014 4

Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, Ley General de Partidos Políticos, Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral, y la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación

33/2015 1 Ley General para la Atención y Protección a 
Personas con la Condición de Espectro Autista

13/2016 2 Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos 
Cometidos en Materia de Hidrocarburos

150/2017 2 Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión

006/2018 6 Ley de Seguridad Interior

66 Número de ai se refiere a las acciones de inconstitucionalidad que se 
agruparon en cada expediente.
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Sexenio Expediente Número de ai3 Leyes o reformas a leyes total o parcialmente invalidadas

Andrés 
Manuel 
López 

Obrador
2018-2024

105/2018 2 Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores 
Públicos

63/2019 1 Ley Nacional del Registro de Detenciones

66/2019 1 Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública

62/2019 1 Ley de la Guardia Nacional

100/2019 1 Ley Nacional de Extinción de Dominio

130/2019 2

Código Nacional de Procedimientos Penales, 
Ley de Seguridad Nacional, Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada, Código Fiscal de la 
Federación

121/2019 1 Ley General de Educación

139/2019 1 Ley Federal de Austeridad Republicana

308/2020 2
Ley de Ingresos de la Federación, Ley del 
Impuesto al Valor Agregado y Código Fiscal de la 
Federación

98/2021 1 Ley de la Fiscalía General de la República

82/2021 2 Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión

105/2021 2 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

151/2021 1 Ley Federal de Revocación de Mandato

46/2022 4
Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y Ley Federal de Revocación de 
Mandato

52/2022 1 Ley General de Partidos Políticos, Ley Federal de 
Presupuesto

29/2023 7 Ley General de Comunicación Social, Ley General 
de Responsabilidades Administrativas

71/2023 7 Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, Ley General de Partidos Políticos

Fuente: elaboración propia.
Nota. Para más detalle, consúltese el Índice de Acciones de Inconstitucio-
nalidad resueltas a partir de 1995. scjn s.f. 
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